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   SALA LABORAL

         PEREIRA - RISARALDA


Demandante: Ramiro Antonio Valencia.
Demandado: Colmena Riesgos Profesionales.                                                                                                                                             

-----------------------------------------------------------------


MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA



Pereira Ris., diciembre ……….. [..] de dos mil ocho [2.008].


Acta Nº ….. de diciembre … de 2.008.
Siendo las ………………………….de la ……… (………..) de esta fecha, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en asocio de su Secretaria, se constituye en audiencia pública para resolver el grado jurisdiccional de consulta respecto de la sentencia proferida el pasado 5 de septiembre del año que avanza, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, en este proceso ordinario laboral que en contra de la sociedad COLMENA RIESGOS PROFESIONALES adelanta el señor RAMIRO ANTONIO VALENCIA.

La Sala en sesión previa revisó y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que corresponde al siguiente,

FALLO:

Contando con la asesoría de un apoderado judicial, designado en amparo de pobreza, pretende el actor que se condene a la Administradora de Riesgos Profesionales Colmena al reconocimiento y pago de su pensión de invalidez a partir del mes de julio de 2004; en subsidio, solicita que se condene a la misma entidad a cancelarle la indemnización permanente parcial de acuerdo a la pérdida de capacidad laboral calificada. Solicita igualmente condena en costas procesales.  

Sostiene para así pedir, que sufrió un accidente de trabajo en junio del año 2004 prestando sus servicios para la empresa Alival S.A.; que fue diagnosticado por la EPS  S.O.S. con un dolor lumbar de origen profesional con compromiso de la columna lumbar; que fue remitido al médico de salud ocupacional quien lo valoró y diagnosticó “columna lumbosacra, espondilosis y otros”; que se le halló una hernia discal siendo sometido a intervención quirúrgica en julio del mismo año 2004; que la empleadora lo tenía afiliado en riesgos profesionales a Colmena y en salud a la S.O.S.; que el proceso de evaluación, origen y medición de su pérdida de capacidad para laborar no se ha dado habida cuenta que existen discrepancias entre las citadas entidades para determinar a qué prestaciones tiene derecho; que mediante acción de tutela no se accedió a su petición y por considerar que se trata de un conflicto jurídico se le exhortó a que acudiera ante la Junta Regional e inclusive a la justicia ordinaria laboral; el IBL reportado de acuerdo a la constancia del empleador fue de $470.000.

La demanda fue admitida, una vez corregida, mediante auto del 7 de octubre del año 2005; notificada la demandada, dio respuesta a la misma, fl. 28, pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones y proponiendo como excepciones “Petición antes de tiempo, Falta de jurisdicción y competencia, Ausencia de profesionalidad, Ausencia de coberturas de sistema de riesgos profesionales, Ausencia de invalidez, Falta de legitimación en la causa y Prescripción”. 

Seguidamente, se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que fuera posible llegar a un acuerdo conciliatorio; surtidas otras etapas del proceso, se constituyó el Despacho en primera audiencia de trámite procediendo al decreto de las pruebas las cuales se practicaron, en la medida de colaboración de las partes, en las siguientes diligencias. 

El pasado 5 de septiembre, se dictó el fallo de primer grado (f.110), en el cual se absolvió a la sociedad accionada de las pretensiones de la demanda al encontrar la  juzgadora de primera instancia que el actor no había logrado acreditar su condición de inválido como para obtener la pensión que reclama y, en cuanto a la indemnización permanente parcial, lo que se demostró en el plenario es que el origen de sus dolencias es común. 
Como la sentencia fue totalmente adversa a los intereses del demandante, se ordenó su consulta para ante esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia, mismo que transcurrió ………………….
Se decide lo pertinente con apoyo en las siguientes,

CONSIDERACIONES:

De acuerdo a lo ordenado por el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, debe revisar la Sala el cumplimiento de los derechos legales y constitucionales del actor. 
Debe decirse en principio que al gestor de la acción judicial, de acuerdo con el principio general de la carga de la prueba [Art.177 C.P.C.], le competía determinar -a efectos de sacar avante sus pretensiones-, en primer lugar su condición de disminuido físico y, en segundo, que tal condición deviene ya de un accidente de trabajo, ora de una enfermedad profesional. 

El tema de los riesgos profesionales está reglamentado en Colombia por la Ley 100 de 1993, el Decreto 1295 de 1994 y la Ley 776 de 2003. 

De acuerdo con esta última normativa, “todo afiliado al Sistema General de Riesgos Profesionales que, en los términos de la presente ley o el Decreto-ley 1295 de 1994, sufra un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, o como consecuencia de ellos se incapacite, se invalide o muera, tendrá derecho a que este Sistema General le preste los servicios asistenciales y le reconozca las prestaciones económicas a los que se refieren el Decreto-ley 1295 de 1994 y la presente ley” (artículo 1º). 

No existe duda en cuanto a la afiliación del señor Valencia, en su condición de trabajador dependiente, al sistema de riesgos profesionales a través de Colmena Riesgos Profesionales, así lo aceptó la entidad al dar respuesta al hecho 4º de la demanda, fl. 29, inguna duda existe en cuanto a que el demandante para el momento que indica como aquél en que ocurrió el incidente que originó está afiliado al Sistema General de Riesgos Profesionales en su condición de trabajador dependiente, así lo acepta sin ambages la accionada Colmena Riesgos Profesionales, al dar respuesta al hecho primero de la demanda, fl. 59. 
En el Sistema de Riesgos, se considera invalida, “la persona que por causa de origen profesional, no provocada intencionalmente, hubiese perdido el cincuenta por cuento (50%) o más de su capacidad laboral de acuerdo con el Manual Único de Calificación de Invalidez vigente a la fecha de la calificación” (artículo 9º de la normativa en cita). 
En el caso sub judice, no quedó establecido con claridad cuál es el porcentaje de pérdida de capacidad para laborar del actor, ya que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda no dio respuesta al interrogante planteado por la juez a quo en el oficio 354 del 30 de marzo de 2006 (fl. 55), al contrario ante requerimiento de la funcionaria (fl. 96) informó que el examen practicado al señor Ramón Antonio Valencia había sido solicitado por la ARP Colmena (fl. 97). 

A pesar de esa situación, la mencionada funcionaria corrió traslado del “dictamen”, término que transcurrió en silencio, fls. 107 y 108.
Es decir, no sabemos a ciencia cierta sí el actor es o no inválido, pues no hay una calificación respecto al porcentaje de pérdida de su capacidad para laborar, lo cual evidentemente da al traste con sus pretensiones. 
Como si lo anterior no fuera suficiente, el origen común de sus padecimientos sí quedó corroborado con suficiencia, con la prueba documental anexada al plenario consistente en el “resumen clínico calificación origen eventos de salud” elaborado por la EPS SOS al cual se hallaba afiliado el demandante en salud (fl. 38 y siguientes) y las calificaciones realizadas por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Risaralda (fl. 84) y la Junta Nacional de Calificación de Invalides, para confirmar la anterior (fl. 103). 

Es decir, la totalidad de las pruebas obrantes en el proceso, señalan que las dolencias del actor tienen un origen común. 
Quedando sin sustento de esa manera, incluso los hechos de la demanda, pues se indicó en ellos  que el origen de la contingencia había sido un accidente de trabajo ocurrido en junio de 2004 (hecho 1º, fl. 1), cuando lo establecido por la EPS son “patologías de origen no profesional”. 

En ese orden de ideas, establecido claramente el origen común de las patologías, ninguna obligación le atañe a la demandada Colmena Riesgos Profesionales,  deviene decir que el actor incumplió el deber que le incumbe, citado al inicio de este proveído, razón por la cual, la sentencia que se revisa será confirmada en su integridad. 
Por lo expuesto, la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior del Distrito de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA en su integridad la sentencia que por vía de consulta se ha revisado.

Costas por la actuación en esta instancia no se causaron.

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta diligencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE

Secretaria
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